
Opinión

Los Selk’nam conforman un pueblo indígena con presen-
cia en Tierra del Fuego, cuyo origen se remonta hace al menos 
3.000 años antes del presente (AP). Si bien las primeras ocu-
paciones humanas en Tierra del Fuego han sido datadas en el 
umbral de los 10.700 AP, la apertura del estrecho de Magallanes 
ocurrida hace 8.500 AP aisló a estas poblaciones gatillando 
su separación de las comunidades continentales de las que 
parecen provenir, generando con ello profundos procesos de 
etnogénesis. 

El comienzo de la expansión de la ovejería en Tierra del 
Fuego, a partir de la década de 1890, marcó el inicio de acciones 
destinadas a la erradicación de las poblaciones cazadoras te-
rrestres de la isla Tierra del Fuego. A las persecuciones armadas 
contra las parcialidades se sumó la deportación de los sobrevi-
vientes a centros misionales adaptados para tal efecto, como lo 
fueron la misión San Rafael (Isla Dawson) y la Candelaria (Río 
Grande - Argentina). El impacto de la persecución y la sedenta-
rización forzada causó el colapso demográfico y el progresivo 
abandono de las formas de vida tradicional.

El 4 de septiembre de 2023 el Congreso Nacional 
aprobó el reconocimiento del pueblo Selk’nam y la sub-
secuente modificación del artículo 1° de la Ley 19.253. El 
reconocimiento se basó en el “Estudio de Caracterización 
Antropológica del Pueblo Selk ńam en la actual Provincia 
de Tierra del Fuego, Región de Magallanes y de la Antártica 
Chilena” realizado por un equipo de investigadores de la 
Universidad Católica Silva Henríquez y de la Universidad 
de Magallanes (UMAG). 

Según este estudio, y en base a la información del últi-
mo Censo de 2017, en Chile 1.144 personas se reconocen 
como Selk’nam. De ellas, cerca del 52% reside en la región 
Metropolitana, mientras un 5% de ellas habita en la región de 
Magallanes, agrupándose en aproximadamente 10 troncos fa-
miliares organizados. Cabe mencionar que en 2015 se creó la 
Comunidad Covadonga Ona, en 2021 se constituyó la Fundación 
Hach Saye y posteriormente la Comunidad Aska Chogue (2022), 
bajo la modalidad de organizaciones funcionales.

A pesar de su reconocimiento legal, la normativa vigente 
no permite ofrecer certezas acerca de los procesos acredi-
tativos de la condición de indígena. La razón para ello es 
que las hipótesis del artículo 2° de la Ley Indígena no po-
drían ser aplicadas en ausencia de criterios de identificación, 
onomástica, origen común o factores lingüísticos a partir 
del conocimiento actual. Tal situación, plantea amplios de-
safíos en materia de gestión pública que se traducen en la 
necesidad de generar una base de conocimiento cierto. Pero 
este esfuerzo, no puede ser abordado sin la participación 
directa de las personas y familias interesadas, pues enten-
demos que el reconocimiento ha sido consecuencia de la 
propia organización de quienes hoy se reconocen como he-
rederos del pueblo Selk’nam. 

Durante el 2023, comenzaron a planificarse acciones 
para impulsar investigaciones orientadas en profundizar la 
data obtenida a partir de los antecedentes genealógicos de los 
troncos familiares involucrados, y en la evaluación de fuentes 
históricas inéditas, que permitan aproximar la información 
de contexto al relato de los descendientes.

La búsqueda de información diagnóstica orientada a la 
aplicabilidad de los procesos de acreditación de la calidad 
indígena satisface una condición básica para la aplicación 
de la Ley 19.253 en su forma y fondo. Pero tal vez, más im-
portante que ello, representa una forma en que las agencias 
del Estado y las familias interesadas pueden avanzar en la 
recuperación de la memoria histórica de un pueblo origi-
nario que fue diezmado tras el contacto con la población 
colonizadora a fines del siglo XIX, y sostenidamente nega-
do durante el siglo XX. 

Se trata de un paso que nos acerca a la reparación de la memo-
ria de un pueblo indígena desde la justicia y la dignificación.

Existió discusión a propósito del fallecimiento de los Carabineros, a raíz de un atenta-
do desconocido y no aclarado, como siempre los parlamentarios dieron recetas y soluciones 
a todos los problemas, que nuevamente quedaron solo en retórica.

Entre una de las soluciones propuestas a las acciones delictuales contra policías se 
pensó que era una buena idea el Juzgamiento a través de Tribunales o Juzgados Militares. 
Es tal el nivel de ignorancia de los parlamentarios en general que, cientistas políticos y perio-
distas calificaron de penosas las discusiones en la cámara a propósito de legislar para sacar 
adelante leyes que tiendan a mejorar los sistemas de protección penal, que no fue otra cosa 
más que populismo penal.

Respecto al debido proceso, Los profesores Manuel Rodríguez Vega y Rodrigo Bordachar 
Urrutia, en el Manual número 65 denominado el Debido Proceso, para la Academia Judicial 
de Chile, ha conceptualizado acerca del Derecho a un Debido Proceso, de la siguiente manera, 
señalando los autores, entre otras cosas que: Es a través de un procedimiento jurisdiccional 
que se reconoce el derecho de una de las partes, cuya titularidad ha sido controvertida; se 
determina la responsabilidad penal de una persona y se le impone una pena; entre otros 
innumerables objetos que puede tener la acción dentro de un proceso. 

Esa asociación inmediata que hacemos, no obstante, nos hace olvidar que se trata de 
una garantía fundamental que se otorga a las personas frente a un poder que le correspon-
de al Estado, de manera exclusiva: la facultad jurisdiccional. Porque los tribunales, en cuanto 
forman parte del Poder Judicial, son también una expresión del Estado. Las garantías o de-
rechos fundamentales, aun cuando son inherentes a las personas en cuanto tales, son un 
límite al poder del Estado. 

Esto queda de manifiesto al revisar los orígenes históricos del reconocimiento de los 
derechos fundamentales en lo que, se ha dicho, es la primera constitución en el mundo, la 
Carta Magna de 1215, suscrita por el rey de Inglaterra Juan I (Juan Sin Tierra). 

El origen del concepto en el derecho de los Estados Unidos ha sido recogido incluso por 
la Real Academia Española (2022), que en su Diccionario Panhispánico del Español Jurídico 
define la expresión proceso debido como una «procedente del derecho constitucional norte-
americano (due process) que se refiere al proceso judicial que debe entenderse como modelo 
paradigmático por contar con todas las garantías precisas para satisfacer el derecho funda-
mental de los litigantes o justiciables a la tutela judicial efectiva». 

El debido proceso es un concepto complejo, pues dentro de él se incluyen de manera 
expresa o implícita numerosos principios que lo dotan de contenido. Como derecho funda-
mental es esencial no disociarlo de su origen, que va más allá de los instrumentos jurídicos 
internos o internacionales que lo han reconocido. Al ser un derecho humano todos los órga-
nos del Estado deben reconocerlo y salvaguardarlo, aun cuando no exista una norma legal 
escrita que lo haga, pues los derechos fundamentales son anteriores al Estado.

 Esto explica que un mismo cuerpo normativo pueda mantenerse inalterado en el 
tiempo y, sin embargo, ampliar los contornos y límites de su contenido material, de modo 
de proteger garantías y derechos fundamentales. Así ha ocurrido con el debido proceso, 
donde es posible apreciar que los tribunales nacionales e internacionales —que son los que 
al final aplican la norma— han ido de manera progresiva reconociendo más y más princi-
pios asociados a esta garantía fundamental. 

De esta manera: El derecho internacional ha reconocido principios y garantías del de-
bido proceso que son comunes a todos los intervinientes en un proceso. El debido proceso 
se alza como un derecho fundamental de las personas, pero debe retenerse la idea de que 
constituye un límite a la actividad estatal. 

Primero, porque el debido proceso garantiza, entre otros, el derecho a la tutela judi-
cial efectiva que habilita a las personas a recurrir a los tribunales para buscar amparo ante 
una vulneración de sus derechos. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que el debido proce-
so se refiere al conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales 
a efectos de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus de-
rechos ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos; y para dar por satisfecho este 
derecho se debe asegurar que los justiciables puedan hacer valer sus derechos y defender 
sus intereses en forma efectiva y en condiciones de igualdad procesal con otros justiciables 
(García Ramírez, 2006).

 En conclusión, tanto la jurisprudencia y doctrina nacionales e internacionales han 
procurado no limitar en exceso el alcance conceptual y contenido del debido proceso. Este 
termina por construirse a partir de todas sus expresiones y derivaciones, por los derechos 
y garantías que deben entenderse incorporados a él. 

Recién nos hemos referido al contenido material del debido proceso y cómo se ha ido 
concretizando en derechos y garantías específicas que deben ser respetadas por el Estado. 
Ahora bien, también ha ampliado su alcance y aplicación a órganos distintos de los tribu-
nales, que eventualmente pueden ejercer funciones jurisdiccionales, como ocurre en la 
administración, por ejemplo, cuando determina responsabilidades funcionarias o en pro-
cesos sancionatorios de órganos fiscalizadores como las superintendencias. 

En tal sentido, las profesoras Salmón y Blanco (2021: 18) resaltan que “el debido proceso 
supone el conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales a efectos 
de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante 
cualquier acto del Estado, adoptado por cualquier autoridad pública, sea administrativa, le-
gislativa o judicial, que pueda afectarlos”.

En el ecosistema de servicios financieros el término “nube” 
provoca diversas reacciones entre los ejecutivos. Mientras al-
gunos elogian los beneficios de operar en la nube, otros aún 
están navegando para obtener el máximo valor de esta tecno-
logía. Según una investigación reciente de Accenture sobre los 
resultados de la adopción de la nube, solo el 40% de los bancos 
y menos de la mitad de las aseguradoras lograron plenamente 
sus objetivos al migrar a la nube.

Los ahorros de costos, en particular, han sido esquivos. Solo 
el 33% de los bancos y empresas de mercados de capitales infor-
maron que sus expectativas se cumplieron completamente en 
este aspecto. Esta situación ha generado debates intensos en los 
directorios de las empresas financieras en todo el mundo.

Desde los primeros días de la nube, su caso de negocios 
ha sido intrigante pero desafiante. Por un lado, tiene sentido 
reemplazar una infraestructura local costosa con un servicio 
de hosting que proporciona flexibilidad según la demanda, 
así como una eficiencia, agilidad e innovación sin preceden-
tes. Esta aprehensión ha llevado a la mayoría de las compañías 
financieras a explorar gradualmente la nube en lugar de reali-
zar una adopción integral y decisiva. Aunque los bancos casi 
duplicaron su dependencia de la nube entre 2021 y 2022, esto 
aún representaba un promedio de sólo del 15% de sus cargas 
de trabajo totales.

No se puede discutir que es difícil trasladar los sistemas 
core desde el mainframe hacia la nube. Por lo tanto, no es sor-
prendente que los proyectos más fáciles y menos riesgosos 
hayan sido abordados primero y por separado, mientras que la 
migración de cargas de trabajo críticas ha sido más lenta. Esta 
estrategia ha llevado a resultados decepcionantes para muchos 
ejecutivos de servicios financieros.

Esta situación plantea la pregunta: ¿Los ejecutivos estaban 
entusiasmados con el potencial de la nube pero decepcionados 
por un enfoque tentativo que no logró realizar todo su poten-
cial? ¿Hubo un costo por fragmentar la migración y prolongar 
el proceso? La realidad es que mientras más tiempo lleve la 
migración, más costoso será mantener dos infraestructuras, 
lo que afectará las finanzas de la empresa.

Esta conclusión fue respaldada por un análisis realizado 
por Accenture para un gran cliente del sector de los servicios 
financieros. El estudio encontró que acelerar la migración a la 
nube pública podría generar al banco $10 mil millones al año, 
principalmente a través de la habilitación de capacidades de 
inteligencia artificial y analítica avanzada para mejorar la ad-
quisición de clientes y la venta cruzada.

A pesar de los desafíos, ocho de cada diez ejecutivos ejecu-
tivos esperan tener al menos el 20% de sus datos en la nube este 
año y la nube sigue siendo una de las principales prioridades de 
gasto para los bancos. ¿Los resultados estarán a la altura de las 
expectativas, o los ejecutivos aprenderán lo suficiente de los pri-
meros esfuerzos fragmentados para cambiar el enfoque?

Mucho está en juego. En un entorno donde las firmas fi-
nancieras enfrentan interrupciones crecientes y amenazas en 
aumento, la capacidad de responder e innovar rápidamente se 
vuelve crucial. Esto, junto con otras prioridades como mejorar 
las interacciones con los clientes, capitalizar la inteligencia ar-
tificial para obtener ventajas competitivas y desarrollar nuevas 
fuentes de ingresos, requiere una base digital sólida basada 
en la nube.

Estas nuevas capacidades en la nube tendrán un impacto 
significativo en la capacidad de las empresas para adaptarse, 
innovar y crecer. Si bien los ejecutivos deben prestar mucha aten-
ción a los ahorros de costos que ofrece la migración a la nube, 
es probable que estos ahorros sean insignificantes en compara-
ción con los rendimientos financieros a medida que se vuelven 
más receptivos, relevantes y competitivos.
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